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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Gustavo Guarino. 


MIEMBROS: Señores Representantes Alfredo Asti, David Doti Genta, Uberfil Hernández, Fernando 
Longo Fonsalías y Horacio Yanes. 


ASISTE: Señora Representante Nora Gauthier. 


INVITADOS: Señores ediles Alexis Bonnahón, Presidente; Pablo Cortés, Luis Garrido, Horacio Ragni, 
Roberto Maristan, Fernando Ripoll y señora edila doctora Verónica Machado, Presidenta 
electa. 


SEÑOR PRESIDENTE (Guarino).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el gusto de recibir a una delegación del Congreso Nacional de Ediles y de la Comisión de 
Legislación de dicho Congreso, integrada por la Edila Verónica Machado y por los Ediles Alexis Bonnahón, 
Pablo Cortes Barrera, Luis Garrido, Horacio Ragni, Roberto Maristán y Fernando Ripoll. 


Como todos sabemos, recientemente se realizó el Congreso Nacional, por lo que su Presidente nos va a 
presentar a las nuevas autoridades. La Comisión de Legislación del Congreso estuvo trabajando durante 
mucho tiempo y junto con el señor Diputado Yanes compartimos una de sus mesas, cuyo tema específico fue 
la reforma de la Ley Orgánica Municipal; realmente se hicieron importantísimos aportes. Inclusive, se 
presentó un proyecto específico, que tengo entendido que va a ser planteado formalmente en esta Comisión y 
va a ser de mucha utilidad para quienes lo conocemos; además, al respecto hemos hecho un estudio 
comparado. 


SEÑOR BONNAHÓN.- Agradecemos a la Comisión, cuyo Presidente, el Diputado Guarino, siempre 
está dispuesto a recibirnos y a que formemos parte del trabajo específicamente en este tema. Lo 
llamamos la semana pasada e inmediatamente coordinó esta reunión. 


Estamos finalizando nuestro mandato y el de la Comisión de Legislación del Congreso también, por lo que 
probablemente tenga nuevos integrantes. 


Conjuntamente con el Congreso Nacional de Ediles, que se realizó en Salto los días 15, 16 y 17 de setiembre, 
se eligieron las nuevas autoridades. Tenemos aquí a la Presidenta electa, doctora Verónica Machado; este es 
el único cargo que se elige porque, de acuerdo con nuestro estatuto, el que encabeza la lista es el Presidente; 
los demás cargos van a ser distribuidos el sábado cuando cambiemos las autoridades. De acuerdo con nuestro 
estatuto, antes de transcurridos treinta días después del acto eleccionario debemos hacer el cambio de 
autoridades. También nos acompaña el Edil Luis Garrido, que es el coordinador del Frente Amplio y los 
Ediles Horacio Ragni, Fernando Ripoll y Pablo Cortes Barrera, integrantes de la Comisión de Legislación. 
Están faltando algunos compañeros que trabajaron mucho, como el Edil Ernesto César de Lavalleja, quien 
excusó su presencia, el Edil Luis Odriozola y las Edilas Hyara Sosa de Tacuarembó y Cristina Ferro de 
Montevideo. Viene en camino el Edil Roberto Maristán de Paysandú. 


En el primer foro que se hizo en diciembre del año pasado en el ámbito del Parlamento nos comprometimos a 
elaborar un proyecto de reforma de la Ley Orgánica Municipal, de acuerdo con nuestra visión. Después de 
casi un año de trabajo, el proyecto fue elaborado por el Congreso. No pretendemos que este sea el proyecto 
que se convierta en ley, sino que sea un material, un insumo de trabajo con la óptica de los Ediles del país. 
Este no es un proyecto de un grupo de Ediles ni de un partido. Costó mucho hilvanarlo y tejer los 
entendimientos teniendo en cuenta las distintas ópticas de 589 personas -que es el número total de Ediles del 
país-; a veces tenemos visiones absolutamente distintas, inclusive del lugar en el que vivimos; dada la 
circunstancia de si somos oposición u oficialistas en nuestro departamento podemos tener visiones distintas 
acerca de cómo aplicar determinado tipo de cosas. Sin embargo, nunca primó el interés político, particular, 
sectorial o personal para elaborar el proyecto. Estuvo como mira en el Congreso el interés general en cuanto 
a sustituir una ley que para nosotros es inaplicable, como la Ley_N? 9.515, dado que ha tenido que soportar 
casi seis reformas constitucionales; la Constitución prevé que cierto tipo de cosas se reglamenten en una Ley 
Orgánica y no se ha hecho. 


Luego, los compañeros que trabajaron específicamente en la Comisión pueden detallar los elementos del 
proyecto, pero puedo adelantarles que abarca absolutamente toda la temática. Inclusive, se reglamenta el 
funcionamiento del Congreso de Intendentes y la asistencia, se da categoría legal al Congreso Nacional de 
Ediles, se separa la materia departamental de la municipal y se introducen aspectos que la Constitución prevé 
que se reglamenten y algunos otros sobre los que había un vacío de interpretación jurídica desde hace mucho 
tiempo, no solo en la Carta sino en la Ley Orgánica Municipal; me refiero, por ejemplo, a los artículos 284 y 
285 de la Constitución, relativos a los llamados a Sala, los tiempos, los plazos. 


Este es un proyecto muy ambicioso que abarca absolutamente todo. Es nuestro proyecto y, por lo tanto, 
estamos orgullosos, porque se elaboró buscando los equilibrios políticos dentro de un organismo como el 
Congreso Nacional de Ediles, que procura la representación y la legitimidad de la participación de todos los 
partidos políticos. Siempre tratamos de mantener esos equilibrios, que son los que nos hacen sobrevivir. 
Perdería legitimidad si algún sector o partido se retirara de un lugar en el que no se lo obliga a estar. Por lo 
tanto, creo que el Congreso Nacional de Ediles debería tener rango legal, para que en él se manifiesten todas 
las posibilidades de divergencias y demás. 


Como dije, este es un proyecto que viene a acompañar al resto de los que ya se han presentado, no solamente 
en esta Legislatura sino en las anteriores; es un elemento más, un insumo más de trabajo. Pero debe ser el 
proyecto más amplio de todos los que hemos leído y no porque sea el más extenso; es el más amplio porque, 
sencillamente, desde nuestra óptica de legisladores departamentales podemos convivir con problemas que a 
veces no tienen una interpretación jurídica clara o no están reglados claramente por la ley. Nosotros 
pretendemos darle ese carácter. 


Para terminar, quiero decir que para mí es un orgullo haber culminado con mi mandato y poder entregar esto 
a la nueva Presidenta, cumpliendo con algo a lo que nos habíamos comprometido. Quiero sobre todo destacar 
el trabajo de mis compañeros de la Comisión de Legislación pues, como ustedes supondrán, ha sido difícil. 
Quiero ilustrarles al respecto. Los Ediles que trabajan en la Comisión son de Paysandú, de Tacuarembó, de 
San José, de Montevideo y de Lavalleja; realmente no es fácil juntarlos en un lugar cuando no tenemos sede 
ni nada, pero cualquier ámbito resultó bueno para trabajar. A veces se reunían en Tacuarembó, otras en 
Lavalleja, en San José o en Montevideo. A veces, inclusive, mientras se estaba almorzando, descansando o en 


alguna otra cosa, los compañeros de la Comisión de Legislación estaban pasándose apuntes, informes, 
asesorándose. O sea que este es un trabajo hecho a pulmón, con muchísimo sacrificio, pero, sobre todo, con 
mucho cariño por lo que se está haciendo. Se fue más allá del deber y el compromiso que tenemos como 
legisladores departamentales de legislar en nuestros departamentos; y de hacerlo en forma honoraria, porque 
esa es la forma de actuar de los Ediles. Nosotros no le cambiamos el carácter a esa función, porque este un 
tema constitucional y tienen que ser otros los que deben trabajar en la reforma de la Carta. Lo nuestro está 
hecho con muchísimo cariño por las cosas que queremos, porque esta es una actividad vocacional, una 
actividad de servicio. Por lo tanto, entregamos este proyecto como un hijo del Congreso Nacional de Ediles. 


Para graficar nuestro esfuerzo, termino citando una vieja fábula, que muchos deben haber escuchado. Habla 
de un incendio que se produjo en la selva y de un pequeño picaflor que iba hasta un estanque, tomaba un 
poco de agua en su pico e intentaba apagarlo; mientras corrían todos los animales un león, el rey de la selva, 
le dice: "¿Qué haces tú? ¿Tú solo vas a apagar el incendio?". Y el picaflor le responde: "Yo estoy haciendo lo 
que hay que hacer; si todos hiciesen lo que hay que hacer, probablemente entre todos apagaríamos el 
incendio". Con esto lo que estoy significando es que nosotros, desde nuestra muy modesta posición de Ediles 
departamentales, en esta materia de la reforma de la Ley Orgánica Municipal -al igual que muchos de los que 
han presentado proyectos de reforma y de ustedes que están trabajando en ello-, estamos haciendo lo que hay 
que hacer. Estamos haciendo el trabajo entre todos. 


Muchas gracias. Hago entrega del proyecto. 


(Ingresa a Sala el señor Edil Roberto Maristán) 


SEÑOR MAZZULO.- Antes de que los señores Ediles expliquen en detalle las partes del proyecto que 
han presentado, que sé que lo han hecho con mucho trabajo y cariño, quiero felicitar al Presidente 
saliente por el trabajo que ha hecho en el Período en que le ha tocado ocupar la Presidencia, a toda la 
Mesa que tan bien lo ha acompañado y al resto de los Ediles. También quiero felicitar a la nueva 
Presidenta del Congreso Nacional de Ediles, la doctora Verónica Machado; tiene que ser un orgullo 
para todos nosotros que esta joven dama esté ocupando un cargo tan importante. La conozco, sé de su 
trabajo y de su empeño, y sé que va a continuar transitando por la misma senda que el Presidente 
anterior y de todos en la Mesa. 


Quería dejar sentadas estas palabras. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero sumarme a las felicitaciones a la nueva Presidenta, con quien 
seguramente vamos a tener todo el tiempo por delante para trabajar en forma conjunta. 


SEÑORA MACHADO.- Quiero dar las gracias a todos por recibirnos y por las felicitaciones. El 
próximo sábado 7 asumiré formalmente la Presidencia de este Congreso. Me gustaría que se trabajara 
en forma más estrecha con las diferentes Comisiones de las distintas Cámaras para de esta forma 
jerarquizar cada vez más al Congreso Nacional de Ediles. Estoy a las órdenes. 


SEÑOR RIPOLL.- Si tienen unos minutos para escucharnos, trataré de remarcar los puntos más 
importantes de este borrador de reforma que hemos preparado con los compañeros de la Comisión de 
Legislación. 


La primera modificación sustancial ya viene en el título. En primer lugar tenemos que en la Ley N* 9,515 
dice: "Se establecen disposiciones para el Gobierno y Administración de los Municipios"; nosotros estamos 
hablando de una Ley Orgánica de los Gobiernos departamentales. Ahora vamos a ingresar en esa parte de las 
modificaciones. La primera que hicimos fue la separación de la materia departamental de la municipal. En el 
artículo 262 de la Constitución y siguientes, en el año 1996, se habla de esta separación. 


El artículo 2” del proyecto de ley dice que la materia departamental está constituida por los cometidos que la 
Constitución de la República y la ley asignan a los Gobiernos Departamentales; por su parte, la materia 
municipal está integrada por aquellas actividades y asuntos de carácter predominantemente local. 


Como todos saben, se le da una preponderancia fundamental a la materia local y, por eso pasa, a ser parte de 
la materia municipal; establecemos esa diferencia. 


Más adelante, hablamos de los cometidos específicos de los Gobiernos Departamentales, en un capítulo 
único. Evidentemente, respecto a esta figura de los Gobiernos Departamentales -que pasa a ser nueva, según 
el proyecto de ley-, genéricamente se está hablando de todos los servicios departamentales, prestados ya sea 
en forma directa o por medio de concesionarios. Se refiere al tema de la actuación frente a las autoridades 
nacionales y a la cooperación con ellas en materia de vivienda, de fomento del turismo departamental, de 
fomento de las actividades culturales, educativas, deportivas, científicas, en fin, de todos los cometidos 
genéricos que tiene un Gobierno Departamental, porque después vamos a entrar en el tema de las 
competencias, tanto de la Junta Departamental como del Intendente Municipal. 


En el capítulo relativo a la organización de las Juntas Departamentales, hemos suprimido el artículo 3*. Si 
prestan atención, el artículo 3” de la vigente Ley N* 9.515 habla de cosas que fueron modificadas por 
reformas constitucionales. Dice que las Juntas Departamentales se compondrán de once miembros en 
Montevideo y nueve en los demás departamentos. Quizás, esto sería aplicable a la realidad actual pero, 
evidentemente, fue reformado. 


Asimismo, dice que los miembros de la Junta durarán cuatro años en el ejercicio de sus funciones. Entonces, 
tuvimos que suprimir este artículo 3%. ¡Si hará tiempo que no se reforma! -desde el año 1935. Desde entonces 
se han sucedido propuestas en la Cámara de Diputados que no han podido plasmarse. 


En el artículo 14, referido al Capítulo I, Organización, de la Junta Departamental, introdujimos una 
modificación que puede tildarse de polémica, pero hay que enfrentar las cosas como son. El artículo dice: 
"Los miembros de la juntas Departamentales se denominarán Diputados Departamentales". Quiero detenerme 
unos instantes en este tema. Esto puede pensarse que es una cuestión de nombres y que no hace a la sustancia 
de la cosa; si tenemos que seguir siendo Ediles, vamos a seguir siéndolo con el orgullo de siempre. 


En ese sentido, si vamos a la Constitución, podemos ver que el artículo 263 dice: "Las Juntas 
Departamentales se compondrán de treinta y un miembros", sin establecer nombre alguno; habla de 
"miembros" de las Juntas Departamentales. Asimismo, el artículo 88 de la Constitución dice: "La Cámara de 
Representantes se compondrá de noventa y nueve miembros [...]". El artículo 90 establece: "Para ser 
Representante [...]", no dice: para ser Diputado, que es el nombre que le dio la gente, como pasa en el caso 
del legislador departamental. Sin embargo, el artículo 94 dice: "La Cámara de Senadores se compondrá de 
treinta miembros [...]", y el artículo 95 establece: "Los Senadores serán elegidos [...]". Esto puede parecer un 
pequeño detalle de semántica, pero a veces es interesante ver que, con el paso del tiempo, las cosas que 
parece que están establecidas no son tales. 


Ayer tuvimos oportunidad de estar reunidos con Diputados Estaduales de Brasil, con Diputados Provinciales 
de Argentina y con Consejales y Vereadores de Brasil. Quisiera hacer dos precisiones importantes. En Brasil, 
los Diputados Estaduales tienen toda la materia municipal, o sea, la materia departamental a su cargo. En 
Argentina, los Diputados Provinciales son legisladores departamentales y trabajan específicamente en 
materia departamental. A su vez, tienen por encima, en Brasil, a los Diputados Federales y, en Argentina, a 
los Diputados Nacionales. Nosotros, quedamos asignados a la categoría de Vereadores y de Consejales, que 
son lo mismo que los Ediles Locales que tenemos, por ejemplo, en Montevideo y en las Juntas Locales del 
interior. 


Creo que nosotros trabajamos y legislamos en materia departamental, como los Diputados legislan en materia 
nacional porque son Representantes Nacionales. 


En el capítulo relativo a las Competencias de las Juntas Departamentales y a la delegación de las atribuciones 
del Intendente no hay grandes modificaciones. 


Quiero entrar a una Sección importante, que refiere a las relaciones entre las Juntas Departamentales y el 
Intendente. Comenzamos hablando de que todos los miembros de la Junta Departamental pueden pedir datos 
o informes al señor Intendente, según lo establece el artículo 284 de la Constitución de la República. Acá 
fijamos algunos plazos que creemos que eran de competencia de la ley y que no estaban establecidos. Como 
todos saben, el artículo 284 de la Carta habla de que todo miembro podrá pedir informes al Intendente y, en el 
segundo inciso dice: "Si éste no facilitara los informes dentro del plazo de veinte días, el miembro de la Junta 


Departamental podrá solicitarlos por intermedio de la misma". Nosotros hicimos una modificación y, en el 
artículo 38 del proyecto de ley, agregamos: "Si vencido ese plazo los datos e informes no fueren 
suministrados, se podrán solicitar por intermedio de la Junta, la que se limitará a dar curso de inmediato al 
pedido. En este caso el Intendente deberá proporcionarlo dentro de los diez días siguientes al recibo de la 
nueva solicitud". O sea que establecimos un plazo. Se lo propusimos al Congreso de Intendentes, que se 
comprometió a elaborar una propuesta y a venir a analizar todo el capítulo que tiene que ver con los 
Intendentes. 


En el artículo 39, cuando habla de que la Junta tiene facultad, por resolución de la tercera parte de sus 
miembros, de hacer venir a Sala al Intendente, cuando el llamado a Sala se funda en el incumplimiento de lo 
dispuesto por el apartado segundo del artículo 284 -que acabo de leer-, es decir, cuando no envió en el plazo 
de veinte días el pedido de informes, nosotros pusimos otro plazo, al decir: "La concurrencia a Sala deberá 
producirse dentro de los veinte días siguientes al de la sesión en que fuera votado el llamado". 


El señor Diputado Mazzulo sabe que no había plazo en ese sentido y que, por lo general, esto se coordinaba 
con el Intendente; pero a veces algún Intendente se olvidaba de concurrir. 


(Hilaridad) 
SEÑOR MAZZULO.- Y algún Ministro también. 
(Hilaridad) 


SEÑOR RIPOLL.- Después viene un capítulo bien interesante, que es el de las Autoridades Locales, en 
el cual recogimos lo preceptuado por el artículo 287 de la Constitución. En ese sentido, el artículo 41 - 
aplicamos nuestro criterio; evidentemente, se podrá cambiar porque son ustedes quienes tienen que 
legislar en esto- dice: "Deberá haber una autoridad local unipersonal o pluripersonal en toda 
población que sin ser capital departamental, cuente como condición mínima con más de quinientos 
(500) habitantes. La autoridad local deberá ser pluripersonal en toda población que posea más de mil 
(1000) habitantes.- En la Capital Departamental podrá haber varias autoridades locales, si así lo 
dispone la Junta Departamental a iniciativa del Intendente". El artículo 42 dice: "La Autoridad Local 
unipersonal se denominará Alcalde," -que es una figura nueva-, "y la pluripersonal Junta Local." - 
denominación establecida en la ley madre de 1935- "Las Juntas Locales se integrarán por cinco 
miembros que se llamarán Ediles". Como nosotros pasamos a la categoría de Diputados 
Departamentales, ellos se van a llamar Ediles. La idea fue ir cuidando la terminología. El artículo 288 
de la Constitución de la República establece: "La ley determinará las condiciones para la creación de 
las Juntas Locales y sus atribuciones [...]''. Aquí nosotros creamos la figura del Alcalde como autoridad 
local unipersonal, y son importantes algunas modificaciones que se recogen que no estaban en la Ley 
N? 9.515 vigente. 


El artículo 43 refiere a la residencia y establece: "El o los miembros de las autoridades locales deberán reunir 
las mismas cualidades exigidas para ser miembro de la Junta Departamental y la de ser nativos de la 
localidad, población o zona respectiva y residir de modo habitual y permanente en ellas durante tres años 
antes de asumir sus cargos. Deberá además estar inscripto en el circuito electoral de la jurisdicción. Regirá 
para los Alcaldes lo preceptuado para los miembros de las Juntas Locales, en los artículos 273, numeral 5%) 
en cuanto correspondiere y los artículos 291, 292 y 293 de la Constitución de la República". 


Este cambio lo establecimos porque, si bien el Frente Amplio ha realizado elecciones para los Ediles Locales 
y el Partido Nacional hizo elecciones para sus Ediles Locales ahora, por primera vez, pasa en todo el país y 
en Montevideo también -y se da en todos los partidos- que algunos Ediles no viven, ni tienen la Credencial 
Cívica en el lugar donde fueron electos. Nosotros estamos convencidos de que la descentralización también 
pasa porque el mejor vecino o el mejor comerciante del lugar pueda presentarse a elecciones, pero debe estar 
arraigado, afincado en la zona para ejercer mucho mejor la función de Edil Local. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Establecen plazos para que se constituyan las Juntas? 


SEÑOR RIPOLL.- Quiero hacer una apreciación personal, porque creo que no es compartida por 
todos. Este es un tema importante, acerca del cual van a recibir la opinión del Congreso de 
Intendentes, no tengan la menor duda. Más allá de todo, estoy convencido en la necesidad de las 
autoridades locales, pero hay compañeros de mi Partido e integrantes de otros Partidos que no creen 
en la descentralización, ni en la constitución de las autoridades locales. Entonces, vamos a ser muy 
claros: el consenso mínimo que nosotros buscamos fue el de nuestra fuerza política y, conjuntamente 
con todos los compañeros, nos arriesgamos y lo encontramos en el acuerdo para trabajar en materia 
municipal. Esto es bueno precisarlo ya que no consultamos a las autoridades partidarias porque, de lo 
contrario, nos metíamos en un berenjenal muy complicado. Esa es una tarea de ustedes y cada uno la 
trasladará a su sector. En definitiva, son los Diputados quienes tienen que legislar en este sentido. 
Reitero: este es uno de los temas interesantes. 


En el artículo 44 establecimos: "Las autoridades locales serán designadas por el Intendente en un plazo no 
mayor a los sesenta días a contar a partir del día siguiente de su asunción, con anuencia de la Junta 
Departamental por tres quintos de votos.- Para la integración de las Juntas Locales designadas, deberá 
respetarse en lo posible, la representatividad de los diversos Partidos de la Junta Departamental". 


En cuanto a Sección VII "De las incompatibilidades y prohibiciones”, recogimos lo previsto en los 
artículos 289 al 294 de la Constitución de la República, donde se establecen mayores prohibiciones para los 
Intendentes y Ediles, e incorporamos las figuras de cargos de particular confianza y Autoridades Locales. 
Esto me parece importante en cuanto al relacionamiento, sobre todo, en materia económica, de obra, de 
licitaciones y de vínculos comerciales que pudieran existir entre las Autoridades Locales, los cargos de 
particular confianza, el Intendente y los Ediles. Como entendimos que debía quedar un poco más 
especificado, en el artículo 60 se estableció: "El Intendente, los cargos de particular confianza, así como los 
miembros de las Juntas Departamentales o Autoridades Locales, no podrán estar en la discusión y votación 
de los asuntos de ellos o sus parientes, [...]" Esto venía del artículo 59 que es muy específico, donde se 
establece: "Le está prohibido: al Intendente, los cargos de particular confianza; los miembros de las Juntas 
Departamentales y de las Autoridades Locales, mientras dure su mandato, intervenir como Directores o 
Administradores de empresas que contraten obras o suministros con el Gobierno Departamental". Es un tema 
de discusión porque después aparece lo de las sociedades anónimas. Sin embargo, intentamos dejarlo 
establecido específicamente para ser más estrictos en cuanto a esto que nos parece muy importante. 


SEÑOR RAGNLI.- En cuanto a la Hacienda Departamental, preferimos no meternos en lo que refiere a 
los recursos y transcribir lo que ya estaba en funcionamiento, porque sabemos que el Congreso 
Nacional de Intendentes podrá aportar esos datos con mejor precisión. 


Sobre las responsabilidades, realizamos algunas modificaciones relativas al Ordenador de Gastos. Es 
importante entender que antes la responsabilidad solidaria, en lo referente al gasto Departamental, era entre el 
Contador y el Intendente. Ahora, habiendo más Ordenadores nosotros modificamos esta situación en el 
artículo 79 establecimos que son responsables solidariamente el Ordenador y el Contador General 
Departamental. De esa manera, también limitamos las responsabilidades del Intendente. El criterio que primó 
fue que el Intendente no tuviera que ver cada gasto, carpeta por carpeta, controlando que lo que le dijeron 
fuera lo que realmente está en el papel. Si hay otros Ordenadores de Gastos, entonces, el Intendente no tendrá 
la obligación de controlar, ni ser un esclavo administrativo de jerarquía, sino que podrá dedicarse más a su 
función política. Nos pareció importante que habiendo otros Ordenadores, ellos asumieran la responsabilidad 
junto con el Contador General Departamental, quien sí debe realizar el contralor. 


(Diálogos) 


Tampoco nos pusimos a legislar lo que corresponde al Tribunal de Cuentas o a otros organismos; 
aquellas reglamentaciones que el Tribunal entendiese que debía instrumentar para determinadas actividades, 
no las incorporamos acá porque tendrán sus leyes propias. 


No creemos que la ley deba involucrarse mucho en la parte contable, más allá de los recursos y las 
responsabilidades, y lo demás ya está legislado. 


SEÑOR RIPOLL.- En el artículo 84, de la sección "Del procedimiento de Contralor, Capítulo 1, 
"Apelación ante la Cámara de Representantes", se establece: "El Intendente procederá a enviar 
dentro de los cinco días hábiles de su promulgación a la Junta Departamental todas las resoluciones 
tomadas por ese órgano de Gobierno Departamental [...]". Es un tema bastante polémico. A 
continuación, agregamos: "Dichas resoluciones, que podrán ser enviadas por medio de soporte 
electrónico [...]'. Me parece que este es un dato importante para ahorrar papel, sobre todo. Muchos de 
ustedes han estado en Intendencias y saben que, evidentemente, enviar todas esas resoluciones implica 
ocupar una camioneta por semana a la Junta Departamental. Por lo tanto, me parece que es 
importante que se utilice la vía mail o que se archive en un disco compacto para enviar a la Junta 
Departamental todas las resoluciones. 


También es importante para los Ediles el conocimiento de absolutamente todas las resoluciones, como 
autoridad del Gobierno Departamental. El Intendente es la primera autoridad, pero no todas las resoluciones 
se conocen. No todos los Intendentes envían a la Junta Departamental las resoluciones. Es más: la gran 
mayoría sólo envía aquellas que necesitan aprobación de la Junta. 


Con respecto al Capítulo Il, "Del Referéndum", pasan los años -hace setenta y un años de la aprobación de 
esta ley- y está, más o menos, bastante similar. 


En el artículo 101, hicimos un agregado por situaciones que están pasando en las Intendencias del interior. 
Refiriéndose al referéndum expreso, en ese artículo se establece: "En los casos de desecharse expresa o 
tácitamente la iniciativa para el dictado de las resoluciones de la Intendencia, el porcentaje de inscriptos [...] 
tendrá derecho dentro de los cuarenta días siguientes a los avisos publicados por la Junta Electoral en el 
Diario Oficial y en un órgano de prensa del departamento a solicitar que se realice el referéndum [...]". Esto 
no estaba establecido pero me parece importante, porque muchas veces las Intendencias obviaban la 
comunicación en el Diario Oficial y la daban a través de los órganos de prensa del departamento. 


En el artículo 104, se agrega a "la Autoridad Local". Allí se establece: "La presentación de la iniciativa se 
hará ante la Junta Departamental, el Intendente o la Autoridad Local según corresponda, siendo aplicable lo 
dispuesto en los artículos 18 y siguientes". Estos refieren al Presidente de la Junta Departamental y a lo que 
debe hacer, junto con el Secretario, con relación a esta iniciativa. 


A continuación, ingresamos a los dos capítulos finales, que son importantes. 


El primero de ellos, "Del Congreso Nacional de Intendentes", previsto en el inciso final del artículo 262 de la 
Constitución de la República, establece algo muy simple, pero muy importante, y es lo siguiente: "Habrá un 
Congreso de Intendentes, integrado por quienes fueren titulares de ese cargo o lo estuvieren ejerciendo, con 
el fin de coordinar las políticas de los Gobiernos Departamentales. El Congreso, que también podrá celebrar 
los convenios a que refiere el inciso precedente, se comunicará directamente con los Poderes del Gobierno". 
Esto es lo que se determina para el Congreso de Intendentes. Entonces, evidentemente, no podíamos dejar de 
establecer en esta norma lo que determinó la reforma Constitución de la República. 


Por lo tanto, dimos un marco al Congreso Nacional de Intendentes y en el artículo 106 establecimos como 
cometidos: "[...] Coordinar las políticas y actividades de los Gobiernos Departamentales.- [...] Comunicarse 
con los Poderes de Gobierno por asuntos de su interés.- [...] Celebrar convenios a que se refiere el último 
inciso del artículo 262 de la Constitución.- [...] Designar a los delegados ante la Comisión Sectorial.- [...] 
Sancionar sus propios reglamentos y el Estatuto de sus funcionarios”. 


Asimismo, en el artículo 107 se determina la elección de un Presidente y de un Vicepresidente y que el 
Presidente deberá firmar sus resoluciones conjuntamente con el Secretario General 


En cuanto al artículo 108, plasmamos una modificación que nos sugirió el señor Senador Korzeniak para que 
pudiera discutirse en la Comisión. Dice así: "El Congreso tomará sus decisiones por mayoría simple, salvo 
para la elección de los miembros de la mesa y de los delegados a la Comisión Sectorial, para lo cual se 
requerirá dos tercios de votos, y aquellos asuntos que el Reglamento establezca que requieran una mayoría 
especial.- Las resoluciones que refieran a asuntos que afecten las políticas o actividades de las Intendencias, 
serán obligatorias siempre que fueren aprobadas por una mayoría de nueve décimos (9/10) del total de sus 
miembros," -o sea que se habla de obligatoriedad y de una mayoría especial muy grande, que es de nueve 


décimos- "sin perjuicio de las facultades de las respectivas Juntas Departamentales". Evidentemente, en 
materia de autonomía municipal, los Intendentes pueden no cumplir con las resoluciones del Congreso, pero 
se intenta -por lo menos- que en la práctica sus resoluciones tengan otro carácter, tratando de que se hagan 
valer de otra forma. 


Se determina que el Congreso podrá designar Comisiones asesoras y que financiará sus actividades con el 
aporte de las Intendencias, según los criterios que establezca el Reglamento. 


Todo esto refiere al Congreso Nacional de Intendentes. 


Luego, viene la sección XIII, "Del Congreso Nacional de Diputados Departamentales". El artículo 111 
establece: "El Congreso Nacional de Diputados Departamentales" -hoy, de Ediles- "es el organismo integrado 
por la totalidad de Diputados Departamentales de las diecinueve Juntas Departamentales de la República". En 
el artículo 112 se determina sus cometidos: "[...] Coordinar de acciones necesarias para elaborar y aprobar 
proyectos referidos a temas de interés departamental, regional o nacional, en el ámbito de su competencia.- 
[...] Comunicarse con los Poderes de Gobierno por asuntos de su interés.- [...] Dictar sus propios 
Reglamentos". Adelanto que los integrantes salientes de la Comisión de Legislación encomendarán a los 
entrantes de la Comisión de Legislación del Congreso Nacional de Ediles que realicen un Reglamento único 
de las diecinueve Juntas Departamentales. Conversando los Ediles de todos los departamentos advertimos 
que tenemos criterios disímiles e interpretaciones disímiles sobre la integración de las mesas de las 
corporaciones, por lo que creemos que debemos avanzar en esta materia. 


Se establece que el Congreso Nacional de Diputados Departamentales designará las Comisiones asesoras que 
estime pertinente y que sus actividades se financiarán con el aporte de las Juntas Departamentales, según los 
criterios que establezca la Reglamentación. Hoy existen aportes de las Juntas Departamentales que sustentan 
el financiamiento del Congreso Nacional de Ediles. Y tenemos hasta una diferencia, porque somos una 
asociación civil sin fines de lucro, con Estatuto, con personería jurídica reconocida. Hace un tiempo 
acabamos de adquirir una sede en el centro de la ciudad para que todos los Ediles del interior puedan hacer 
gestiones y trámites en Montevideo. Es una organización seria que tiene todo en regla y está funcionando 
bien; entonces, creemos de justicia que esté incorporada en la Ley de Reforma Orgánica de los Gobiernos 
Departamentales. 


He terminado con una explicación muy sucinta de lo que nos parecen las principales modificaciones de esta 
norma. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que su explicación ha sido muy útil, sobre todo para los compañeros 
que recién toman contacto con el proyecto. Es un buen pantallazo de los grandes temas. 


También quiero decir que nosotros nos habíamos tomado la atribución de pasar el original que nos habían 
enviado al equipo asesor de nuestra Comisión, integrado por el doctor Ernesto Abisab y por la arquitecta 
Gladys Villalba, quienes hicieron un trabajo donde están comentadas -ahora que íbamos siguiendo el tema, 
creo que con mucho acierto- las diferencias, las cosas nuevas y lo relacionado con los otros proyectos que 
teníamos en carpeta, con la aclaración de que hay un par de puntos que no estaban en el proyecto original, 
como esta mayoría de los nueve décimos. Es un muy buen trabajo y muestra la importancia que damos al 
proyecto que ya tenemos estudiado y comentado; lo van a poder apreciar. 


SEÑOR YANES.- Quiero brindar el reconocimiento a la Mesa del Congreso Nacional de Ediles y 
extenderles las felicitaciones del caso al cumplirse esta etapa. 


Al haber participado en el Congreso Nacional de Ediles el otro día, también el avance interno y la 
maduración que ha tenido el Congreso en cuanto al desarrollo de las discusiones y los aportes que se hacen. 
El hecho de que luego de un año de trabajo -tal vez más-, se haya concretado en tiempo y forma la tarea para 
hacer los aportes pertinentes, implica lo que tanto decimos los Ediles sobre la jerarquización de la función. 
Entonces, la felicitación, el deseo de suerte y la puesta a la orden a las nuevas autoridades del Congreso. 


Con respecto al proyecto en sí, coincido con lo que se ha planteado en cuanto a que es un avance 
significativo, un ordenamiento que podrá ser perfectible, como toda tarea humana, pero como insumo para 
nosotros es una síntesis de la fotografía que hoy tiene el Congreso Nacional de Ediles. Sabemos que hay 
matices que deben haber quedado por el camino; unos se postergarán para incorporarlos dentro de algunos 
años, cuando ello sea posible, y otros simplemente murieron en el intelecto de cada uno, pero esta es la 
síntesis de hoy. 


En cuanto a la seriedad con que se ha tomado este asunto por parte de la Comisión, como dijo el Presidente, 
ya ha quedado demostrada. 


Hay un tema que no noté acá -es posible que esté; de lo contrario, asumo el compromiso de trabajar en eso, 
por lo menos el mío, no quiero comprometer a mi bancada, ni a ningún otro señor Diputado o señora 
Diputada- y es el de los ingresos directos e indirectos que tienen los Ediles. No quiero esquivar el bulto. Me 
hacen señas de que después me van a aclarar dónde está previsto esto, pero manifiesto -como lo hicimos 
cuando el Congreso de Intendentes; creo que ya lo hablamos con ustedes también-, que de no estar planteado, 
nosotros vamos a asumir el necesario compromiso público de hacer transparente lo relativo a aquella 
colaboración que puedan recibir los Ediles. Todos aceptamos que la Constitución establece que los Ediles 
deben ser honorarios, pero también todos coincidimos y nadie lo discute que lo que no se puede hacer es 
pagar para ser Edil. Entonces, si está considerado y nos conforma la redacción, nos parece bárbaro. De lo 
contrario, creo que por experiencias que ya tienen algunas Juntas Departamentales, que aparentemente son 
legales, que aparentemente generan transparencia en el contralor de distintos órganos, etcétera -como pueden 
ser gastos de Secretaría o la devolución de gastos-, deberá consagrarse algún mecanismo en la ley para que 
los Ediles no tengamos que salir de casa todos los días pidiendo disculpas o sintiéndonos culpables porque 
nos tiran con cincuenta o cien litros de combustible, dos pasajes a Montevideo o nos pagan la estadía en un 
congreso. Ese es un compromiso personal, pero creo que es compartido en términos generales; después habrá 
que encontrar la fórmula. Ese es un tema en el que me comprometo a trabajar. 


La otra cosa que no toca al proyecto, pero que sí corta transversalmente todo -es un tema que va a generar 
polémica hoy y en las próximas semanas y meses- es la redefinición del concepto de autonomía. En el 
Parlamento estamos a punto de votar una Ley de Seguridad Vial, que fue apoyada por dieciocho Intendentes, 
pero el Intendente de San José ya ha planteado que si el proyecto es aprobado tal como está establecido va a 
plantear un recurso por sentir lesionada la autonomía Municipal. Y yo quiero plantear que si el Intendente de 
San José llegara a tener razón, obviamente, empezaré a trabajar -aquí tampoco comprometo a nadie- para 
modificar la Constitución, si fuera necesario. Creo que no será así, porque leo y releo el proyecto, leo y releo 
la Constitución de la República, y no encuentro el daño tan grande que se hace a la autonomía municipal. Si 
así fuere, cuando en el Congreso Latinoamericano los Ediles se relacionen con Veriadores, no entiendo cómo 
se sentarán a coordinar y articular las normas municipales de frontera, por ejemplo, sin la apoyatura nacional 
legal. ¿Cómo podremos hacer proyectos sobre normas bromatológicas, pasos de frontera, etcétera? Hay una 
cantidad de cosas que se pueden hacer y que luego precisan carácter nacional, pero con el concepto de 
autonomía que plantea el Intendente de San José no sería posible encarar ni la propia Ley Orgánica 
Municipal, porque en este proyecto que están planteando para cada tema se establece: "sin perjuicio de la 
competencia de las autoridades nacionales". 


Entonces, los legisladores nacionales y departamentales -para no entrar en la polémica del nombre- tenemos 
que discutir cómo en el año 2006 se concibe el tema de la autonomía. Se ponía el ejemplo de los Estados de 
Brasil o de las provincias argentinas para otra cosa, pero yo lo quiero utilizar con relación a este tema. 
Obviamente, una provincia argentina o un Estado brasileño no tienen la misma situación que un 
departamento de nuestro país. Por lo tanto, asimilar una autonomía como la de una provincia argentina - 
donde prácticamente hay una Constitución propia, justicia propia, policía propia y educación propia- con 
nuestros departamentos no tiene sentido. 


Informo que es intención de este Diputado que la nueva Ley Orgánica Municipal tenga una visión 
interpretativa de la Constitución lo más abarcativa posible, con una política de descentralización de la capital 
del país y de la capital de los departamentos, sin entrar en el corral de ramas de que autonomía municipal 
vaya en contra de unificación y coordinación de cosas y de racionalización de esfuerzos y de legislación. 
Entonces, invito a los Ediles -a los de la próxima Comisión o a los que están- a trabajar y conversar sobre 
este tipo de cosas. El otro día, en el Congreso Nacional de Ediles, el Intendente de Paysandú, Pintos, 
planteaba que para él la autonomía y la discrecionalidad eran los márgenes que había que tomar en cuenta. 


Entonces, invito y provoco esta discusión, por decirlo de alguna forma, porque tenemos que abordar el tema 
de interpretar la Constitución a la luz de esta necesidad 


Por ejemplo, la autonomía municipal se consagró en un momento en que los Intendentes no creían que debían 
coordinar entre ellos. Pasaron muchos años, entendieron que debían ponerse de acuerdo, y se creó un órgano 
como el Congreso de Intendentes. Antes, los Ediles ya habíamos concebido que teníamos que coordinar; 
aunque cincuenta o sesenta años atrás tal vez nuestros colegas no habrían concebido la necesidad de 
coordinar Canelones con Rivera, pero pasó el tiempo y se dieron cuenta de que los muros que los separaban 
no eran tan grandes e importantes. Entonces, a la luz de todo lo que ha pasado a nivel histórico, social, 
económico, integracional, etcétera, hoy tenemos que abordar el tema de la autonomía municipal, que nos va a 
enfrentar políticamente con algún sector de opinión y de poder del país. Considero que tenemos que pensar 
más allá de la batalla en el tema de la seguridad en el tránsito y no sé que pasará en cuanto a la seguridad 
vial, pero no puede ser que cada vez que se vaya a legislar sobre algo -como en relación a este tema- a un 
Intendente se le ocurra que uno de los artículos que se presenta es violatorio de la autonomía o bien que es 
inconstitucional, y que de esa manera se pare todo el país y no se pueda tener una nueva Ley Orgánica 
Municipal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que el señor Diputado Yanes hace bien en plantear esos temas, pero no 
quisiera que entráramos en la polémica sobre un asunto tan esencial como el de las autonomías 
municipales, que seguramente será uno de los aspectos de definición de la futura ley. 


SEÑOR GARRIDO.- El Congreso Nacional de Ediles es un organismo que hasta ahora cuenta con la 
voluntad política de los sectores con representación en las Juntas Departamentales para mantenerse, y 
existe en la medida en que todos estemos participando en ese ámbito. Entonces, cuando afrontamos 
desafíos de este tipo tratamos de buscar lo que nos une, y las cuestiones que son más polémicas van 
quedando en la bolsa de las negociaciones y de los asuntos pendientes. En ese sentido, tratamos de 
construir a partir de allí. 


Este es un proyecto que reúne el consenso de este nivel de autoridades públicas, y lo reúne hasta en la 
discrepancia, porque en la sesión plenaria del Congreso tuvo tres votos en contra y fueron de un representante 
de cada partido. 


Entendemos que hay algunas cuestiones básicas, y una de ellas es que la Ley N” 9.515 no corre más; no 
podemos seguir poniéndole parches a una norma que tiene más de setenta años. Necesariamente se tiene que 
encarar la redacción de una ley nueva, partiendo de cero, teniendo en cuenta la realidad constitucional, pero 
también la realidad política de los departamentos. Se debe tratar de solucionar lo que se pueda y mantener en 
el "freezer" -porque tampoco es malo mantenerlas- algunas discrepancias de fondo que puedan existir. 
Creemos que no podemos seguir tratando de mejorar cosas que han perdido sentido, significación y 
aplicación práctica en toda la materia. 


En ese sentido fue que abordamos la reforma de la Ley N* 9.515, con la idea de hacer un proyecto nuevo; 
tendrá sus pro y sus contra, sus críticos, sus detractores y sus apoyos, como los tendría el mejor proyecto que 
ustedes pudieran elaborar aquí, en el Parlamento, a lo que ya están acostumbrados. En muchos casos 
manejamos plazos pero estos, como siempre, son arbitrarios y producto de negociaciones, equilibrios, 
acuerdos y -por qué no- de las premuras y dificultades de los departamentos que más estrecho vínculo han 
tenido con la elaboración del proyecto. 


Probablemente, cuando asista el Congreso de Intendentes plantee otra realidad. Quizás para el Congreso de 
Intendentes diez días para responder un pedido de informes cursado por la Junta Departamental sea muy poco 
tiempo, y tal vez sesenta días para la integración de las Juntas Locales también sea muy poco; son aspectos 
en los que después van a jugar otras definiciones. 


Quería resaltar que es necesaria una ley nueva, comenzando de cero, borrando y arrancando nuevamente, y 
también el tema de los consensos que se dan en este subsistema de nuestro sistema político, es decir, en el 
marco de los 589 o -si se quiere- de los 586 Ediles que somos representantes en las Juntas Departamentales, 
que no necesariamente refleja las posiciones que a nivel nacional pueden tener los partidos. En lo que a 
nosotros nos toca, hemos tratado de manejarnos con las líneas de trabajo nacional fijadas por nuestro Partido 
en la materia pero, como todo, esto es producto de equilibrios y acuerdos. Hay aspectos que se pueden 


plasmar hoy y otros que se deben mediatizar; al Partido Nacional le ha pasado lo mismo y al Partido 
Colorado también. Entendemos que, en ese sentido, el proyecto reúne determinados equilibrios que podrían 
ser rápida y fácilmente reflejados por el Parlamento Nacional. 


SEÑOR BONNAHÓN.- Sin entrar en un debate con mi particular amigo el señor Diputado Yanes, 
sobre el tema de las autonomías, creo que el Parlamento Nacional va a tener que plasmar en algunas 
interpretaciones de la Constitución qué aspectos corresponden a la autonomía y qué otros a la 
Administración nacional. Esto se está viendo en las leyes de administración regional, inclusive desde el 
punto de vista medioambiental, donde también se podría estar lesionando alguna autonomía desde el 
punto de vista ortodoxo de lo que esta puede ser. Este es un problema que nos hace agudizar el ingenio, 
porque no siempre se lesiona la autonomía cuando me conviene y cuando no me conviene, no; las 
interpretaciones deben ser parejas. 


Más allá de esa polémica que se va a dar -como bien dijo el señor Presidente-, hay un tema que planteó el 
señor Diputado Yanes que no incluimos en el proyecto, y es el de reglamentar el sistema de gasto de los 
Ediles. Y no lo pusimos expresamente; nos parecía muy mal que nosotros incluyésemos eso. Creo que los 
Diputados que integran esta Comisión y el Parlamento saben muy bien cuál es la función política de todos los 
tramos de representación, desde los de más bajo nivel, y no lo digo por la categoría sino por la sencilla razón 
de que son los cargos que están más cerca de la ciudadanía, como los de los Ediles locales, los Ediles 
departamentales o los Representantes nacionales. Es muy difícil, en los tiempos nuevos, dedicarse a cualquier 
actividad si uno no recibe por ella por lo menos reintegro de gastos, lo que la hace incluso más cristalina. 


Pero como el señor Diputado Yanes planteó el tema, le decimos que no lo incluimos por voluntad expresa del 
Congreso de Ediles. Además, como ustedes saben, ese tema estaba en la opinión pública, y cada vez que 
íbamos a un lugar y decíamos que estábamos elaborando un proyecto de reforma de la Ley Órgánica 
Municipal, los periodistas nos decían: "Quieren cobrar, ¿verdad?". Entonces, el título relativo al proyecto de 
reforma de la Ley Orgánica Municipal podía no referirse a los aspectos que hoy abordamos aquí sino a otros 
que nada tienen que ver con la calidad de la función, como el hecho de que los Ediles de todo el país querían 
cobrar. Por esa razón expresa no lo incluimos y porque, además, nos parece que es un tema coyuntural que 
debe ser afrontado por las autoridades partidarias en lo que tiene que ver con la reforma de la Constitución, 
con la derogación lisa y llana del artículo 295 de la Constitución o bien reglamentando de alguna manera la 
posibilidad de que el propio Tribunal de Cuentas también se ponga de acuerdo en qué cosas valen o no 


Como uno es viejo en esto ha tenido la posibilidad de ver a los mismos Ministros del Tribunal de Cuentas - 
porque hace muchos años que lo integran, por coyunturas políticas que no viene al caso discutir aquí- 
cambiar de posición cuatro veces; lo que antes estaba bien luego estaba mal, en un momento volvió a estar 
bien, después lo modificaron un poco y, por último, lo volvieron a cambiar. Hoy observan aspectos que antes 
no observaban y no observan otros que antes sí observaban. Es decir que los criterios políticos son 
cambiantes y muchas veces legislamos en función de intereses y no en función de aspectos estrictamente 
técnicos. Además, cuando el Constituyente prevé en la Constitución que el último órgano de alzada de un 
diferendo entre un Gobierno Departamental y el Tribunal de Cuentas pasa a ser, lógicamente, la Asamblea 
General, por algo es, obedece a un criterio político de administración. 


Reitero que no incluimos ese tema por esos motivos y tratamos de dar importancia a otros aspectos que nos 
parecía que podían tener mayor relevancia. En ese sentido, la situación dependerá de lo que haga el 
Parlamento. 


Para finalizar, digo que ha sido un gusto poder trabajar con todos los señores Diputados que han planteado el 
tema. El Congreso Nacional de Ediles que se realizó en Salto introdujo un cambio de modalidad, lo que ya 
habíamos intentado en la oportunidad anterior cuando se realizó la sesión aquí, en Montevideo - 
increíblemente, la primera vez-, en setiembre del año pasado. Lo que intentamos hacer fue conformar paneles 
formativos y de información para los Ediles, para no juntarnos entre nosotros a discutir los mismos temas que 
discutimos siempre y no tener resultados ni ponernos de acuerdo. En varios de los paneles participaron 
Diputados e Intendentes y se discutió desde la violencia en el deporte hasta temas de bioseguridad o 
agroquímicos, pasando por aspectos sociales; estuvieron participando también el Ministro de Transporte y 
Obras Públicas y el Presidente del Banco de Previsión Social. 


Consideramos que el Congreso Nacional de Ediles debe seguir con la política de vincularse con aquellos que 
tienen que legislar a nivel nacional, coordinando -como se decía- políticas que pasan cada vez más por 
acuerdos regionales, extrarregionales e internacionales entre los países, y nuestra actividad va a cobrar 
importancia en la medida en que nosotros nos capacitemos y nos formemos más, ya que de esa manera 
vamos a ser más efectivos para con nuestros gobernados. Es nuestro compromiso, porque de nada sirve que 
cada uno se aísle en su autonomía, protegido por una pseudoley que de alguna manera le permite hacer lo que 
le parece en una localidad muy pequeña, cuando nadie puede vivir sin integrarse ni aprender del vecino. En el 
caso de nuestro país, de nuestros departamentos y de las Juntas Departamentales vale mucho más sumar que 
aislarse; aprender y tratar de compartir ese conocimiento hace que se multiplique y no lo perdemos cuando lo 
damos. 


Lo que pretendimos con este proyecto no fue destruir lo que estorbaba sino transformar lo que había y, 
modestamente, construir lo que nos parecía que faltaba. 


Gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos vuestra presencia. La visita ha sido mucha utilidad, así como la 
presentación del proyecto. Como ustedes saben, desde hace mucho tiempo venimos tratando este tema, 
pero no hemos podido avanzar mucho más por temas políticos, porque quizás falten definiciones. Sin 
embargo, creo que el proyecto de ustedes puede servirnos de impulso para empezar a analizar el tema 
como Comisión, punto a punto y capítulo a capítulo, y avanzar en la definición del proyecto. 


Le deseamos a la nueva Presidenta mucho éxito y estamos a las órdenes para seguir esta relación fluida que 
debemos tener. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


